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Resumen. En este artículo se aborda la situación actual del régimen de radiodifusión en España, como consecuencia de los cambios 
experimentados en los últimos 40 años por la regulación, la organización administrativa y la doctrina menor relativas a la radiodifusión. 
Para ello se tratan tanto los aspectos concernientes al sujeto organizado de la información, como los correspondientes al medio radio y 
al mensaje difundido por radio, incluida la propaganda política en la radio, preocupación constante en los últimos años en que España 
está viviendo momentos agitados, políticamente hablando, con una sucesión de elecciones generales y autonómicas próximas en el 
tiempo. El tratamiento legal de los tres ámbitos iusinformativos –sujeto organizado, medio, mensaje- ha experimentado cambios que 
distancian la actual normativa del viejo Estatuto de Radio y Televisión (1980); nuevos principios jurídicos han de inspirar las emisiones 
de radio, lo que supone ahondar en los valores y principios constitucionales que nos unen facilitando nuestra convivencia como nación. 
También hace acto de presencia la normativa de telecomunicaciones, que se aplica a los operadores que facilitan el soporte a los 
medios. Los cambios tecnológicos han producido un desplazamiento conceptual de la radiofonía desde el “servicio público” al “servicio 
de interés público”.
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[en] Current Spanish regulation of radio stations broadcasting. Legal and political changes, case law 
and outstanding minor legal doctrine (1980-2021): the study case of Radio Nacional de España and 
Corporación RadioTelevision.

Abstract. In this paper we deal with the current situation of the radio broadcasting regulations in Spain, as a consequence of the 
changes experienced in the last 40 years in laws, in administrative organisation and in minor legal doctrine related to radio broadcasting. 
To this end, laws related to the companies themselves, to the radiobroadcasting as part of the Mass Media and to the message 
disseminated by radio broadcasting are tackled, including aspects such as the political propaganda on the radio, a constant concern in 
recent years in which Spain has been experiencing politically turbulent times, with a succession of general and regional elections 
coming up in the near future. Those three aspects –the radio stations companies, the radio as Mass Media & the radio messages- have 
undergone technological and management changes that have made legal changes necessary to happen; new legal principles must inspire 
radio broadcasting, which means deepening the constitutional values and principles that unite us, facilitating our coexistence as a 
nation. Telecommunications regulations also make their presence felt, which apply to operators who provide media technology. 
Technological changes have led to a conceptual shift in broadcasting from “public service” to “service of public interest”.
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1.  Introducción: marco tecnológico y geográfico

Es clásica la distinción iusinformativa (Desantes 
Guanter, 1977) entre sujetos, medios y mensajes a la 
hora de estudiar las instituciones relacionadas con el 
derecho a la información, en general, y el derecho a la 
información radiofónica, en particular. En este ámbito, 
también, las circunstancias espacio-temporales son 
determinantes. Por eso, hoy, habría que arrancar dife-
renciando, al menos nominalmente, la radio electróni-
ca de la radio digital y de la radio por cable. A las tres 
modalidades se refiere la normativa actual y, ni remo-
tamente, se refería la normativa de 1980. Del mismo 
modo, la presencia de la normativa comunitaria (Unión 
Europea) se deja sentir, principalmente, en la organiza-
ción de la propiedad y en la regulación de la competen-
cia lícita entre grupos de comunicación que explotan 
emisoras de radio. Tampoco esto sucedía hace 40 años 
pues nuestro ingreso en la Comunidad Europea se 
produciría en 1986. De hecho, podrá notarse que ni 
siquiera la UE es citada hoy en la normativa radiofóni-
ca española, sino que las referencias son al Espacio 
Económico Europeo (EEE). Y esta regulación u orien-
tación supraestatal, aunque deja margen a la soberanía 
de los Estados, se impone en ocasiones también en el 
ámbito de los mensajes (regulación del delito de odio 
a través de emisiones radiofónicas).

2. � principios radiofónicos. derechos de los 
usuarios. derechos de los prestadores del 
servicio radiofónico

En la Ley 7/2010, General de la Comunicación Au-
diovisual, los servicios radiofónicos tienen la consi-
deración de servicios de comunicación audiovisual, a 
todos los efectos, acogiendo tres categorías con las 
que la revolución tecnológica nos ha familiarizado en 
los últimos años: la radio de audición simultánea de 
programas y contenidos sobre la base de un horario 
de programación; la radio a petición, en la que se 
eligen programas y contenidos a partir de un catálogo 
que selecciona el prestador del servicio de comunica-
ción; y la radio en movilidad, que se presta para oír 
programas y contenidos en un dispositivo móvil.2

La prestación del servicio radiofónico ha de inspi-
rarse en un conjunto de principios que, como se anti-
cipaba, derivan de la normativa de la Unión Europea 
(UE) sobre financiación pública (de los medios de 
comunicación, en este caso), compatible con el Trata-
do de Funcionamiento de la Unión Europea (modifi-
cando el Tratado Constitutivo de la Comunidad Euro-
pea (TCCE)) y de los organismos reguladores 
independientes que han de garantizar y proteger los 
derechos de los usuarios y consumidores.

2	 En el anteproyecto de ley de comunicación audiovisual que prepara 
el actual Gobierno se habla también del “servicio a través (…) de 
radio conectada” (acceso a la carta, por ejemplo, directamente, desde 
un televisor que se conecta a Internet al sintonizar la emisora de radio 
a través de la TDT) . 

Los derechos que han de ser preservados por los 
servicios radiofónicos están consagrados en el Título 
I de la Constitución Española de 1978, cuyo artículo 
149.1 atribuye, como competencia exclusiva, al Esta-
do la elaboración de “27ª Normas básicas del régimen 
de (…) radio (…) y, en general, de todos los medios 
de comunicación social, sin perjuicio de las faculta-
des que en su desarrollo y ejecución correspondan a 
las Comunidades Autónomas.”

De una manera especial, la Ley 7/2010 los trasla-
da al ámbito audiovisual. Su tenor se refiere a un 
conjunto de derechos,3 en términos de lo que pode-
mos denominar sujeto universal (audiencia o gran 
público), que han de garantizarse en cualquier servi-
cio radiofónico, en España, a saber, el derecho a reci-
bir una comunicación plural ideológica, política y 
culturalmente, mediante diversas fuentes y conteni-
dos, con ámbitos de cobertura y géneros distintos, 
atendiendo a los intereses de la sociedad, sobre todo, 
si la prestación proviene de radios públicas; el respe-
to de la dignidad humana y de los valores constitucio-
nales, con particular atención a la no incitación al 
odio o a la discriminación; la promoción de las len-
guas y culturas del Estado, lo que se encarga particu-
larmente a los operadores públicos, debiendo ser la 
programación en lenguas cooficiales españolas en 
abierto;4 el respeto del honor, de la intimidad y de la 
propia imagen, garantizando el derecho de 
rectificación;5 el derecho a ser informados de aconte-

3	 Véase la Ley 7/2010, General de la Comunicación Audiovisual. 
Debe tenerse en cuenta que, en aplicación de la Directiva 2018/1808, 
de la Unión Europea, el Gobierno español prepara una nueva Ley de 
Comunicación Audiovisual, cuyo anteproyecto ha sido sometido ya 
a audiencia pública. En este estadio ha podido verse que la norma 
está destinada a potenciar la autorregulación y a extender los deberes 
de la radio (y de la televisión) a las plataformas digitales. Pasarían, 
ahora, a primer plano, los derechos de la mujer y de los discapacita-
dos, la dignidad de la persona, la protección de los datos y de los 
demás derechos digitales. 

4	 Hay que tener en cuenta que, para los canales de televisión, el legis-
lador español exige que el 5% de los ingresos del año anterior contri-
buyan a la financiación anticipada de producción europea audiovi-
sual. De esa cantidad, el 60% se destinará a producciones 
cinematográficas y el 6% de ese 60% serán producciones en las 
mencionadas lenguas cooficiales.

5	 Respecto al derecho de rectificación, casos recientes que afectan a 
políticos españoles ponen de actualidad dicha institución iusinforma-
tiva; recuérdese, por ejemplo, que la diputada de VOX Rocío Monas-
terio anunciaba el 7 de noviembre de 2019, en un contexto electoral, 
que llevaría a los tribunales a los autores de una información del 
diario “El País” inexacta que lesionaba su honor, pidiendo una recti-
ficación. La información fue ampliamente reproducida en emisoras 
de radio y canales de televisión.

	 En el ámbito concreto de la radio, fueron informaciones radiofónicas 
las que hicieron que el alcalde de Madrid, Alberto Ruiz Gallardón, 
llevase a los tribunales al periodista Federico Jiménez Losantos por 
un discurso que el Sr. Alcalde entendió injurioso y calumniador. Tras 
el correspondiente recurso de amparo (29 de marzo de 2010), el Sr. 
Jiménez Losantos acudía al Tribunal del Consejo de Europa, en 
donde se le dio la razón con un argumento que podría resumirse de la 
siguiente manera: la justicia española no había establecido qué al-
cance puede tener la libertad de expresión en España. A juicio del 
Tribunal de Estrasburgo, las opiniones sarcásticas, por muy ácidas 
que resulten, contribuyen a la democracia al reflejar el pluralismo de 
la sociedad. En esta misma dirección ha de ser entendida la Reco-
mendación de la Comisión Europea número 15 relativa a la lucha 
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cimientos de interés general y a recibir diferenciadas 
la noticia y la opinión;6 el derecho a que la publicidad 
esté diferenciada de la noticia, en lo que sería una 
preocupación constante del legislador español;7 y el 
derecho a una comunicación transparente, lo que 
abarca conocer al prestador del servicio radiofónico, 
a las empresas que lo constituyen y al accionariado,8 
teniendo en cuenta que la Corporación RTVE, como 
empresa pública, se acoge a las obligaciones de buen 
gobierno y tiene el deber de mostrar su actividad pú-
blica y de regular y garantizar el derecho de acceso a 
la información relativa a su actividad. De esta forma, 
fomenta la plena transparencia y regula el derecho de 
acceso de los ciudadanos a la información pública. 
También abarca el derecho a conocer la programa-
ción con antelación (de tres días, al menos), lo que se 
ha establecido para la TV, inicialmente, y se extiende 
a las emisoras de radio, con ciertas limitaciones. Pue-
de verse cómo las diferentes emisoras de radio pre-
sentan en sus websites la parrilla de programación 
para los siguientes tres días. En general, sin el detalle 
de los contenidos. Tan solo con la estructura de la 
programación. Y, finalmente, la transparencia alcanza 
la accesibilidad de los discapacitados a dicha infor-
mación. El intento de cumplir este principio se recoge 
en la web corporativa de RTVE, por ejemplo, en los 
siguientes términos: “(…) tratamos de cumplir las 
Pautas de Accesibilidad al Contenido en la Web esta-
blecidas por el W3C (Consorcio de la World Wide 
Web), y parar ello algunas de las características de 
accesibilidad del portal son: Existe una separación 
clara entre contenidos y presentación. Las caracterís-
ticas visuales de nuestro portal (tipo de letra, color de 
fuente y fondo, etc.) se definen mediante hoja de es-
tilos y en medidas relativas para que el usuario pueda 

contra el discurso del odio (8 de diciembre de 2015). En ella se re-
flexiona sobre el papel que el Derecho Penal puede jugar en la co-
rrección de este discurso. En la recomendación se llama a evitar la 
sanción penal que puede interferir con la libertad de expresión y la 
crítica a las autoridades políticas. (V. Comisión Europea contra el 
Racismo y la Intolerancia (ECRI) Consejo de Europa (2016)). 

6	 Sobre la distinta naturaleza, y su tratamiento jurídico, consecuente-
mente, de la noticia y de la opinión, se puede leer a José María 
Desantes Guanter y Carlos Soria (1991). Ambos autores hablan de la 
opinión como un silogismo que consiste en aplicar una idea a un 
hecho. 

7	 Véase la Ley 34/1988, General de Publicidad, artículo 9, que recoge 
la obligación de deslindar la información, en sentido estricto, del 
mensaje publicitario. 

8	 Se entiende que está identificado cuando en el sitio web constan el 
nombre del prestador, la dirección del establecimiento, el correo 
electrónico, otros medios de comunicación directa y rápida y el órga-
no regulador competente. Para identificar estos datos es preciso 
acudir al espacio corporativo de la emisora de radio en cuestión. Por 
ejemplo, en el caso de Radio Nacional se nos dice que “Radiotelevi-
sión Española, como empresa de servicio público, expresa su respon-
sabilidad corporativa en el reconocimiento a los derechos de sus 
trabajadores y en el mantenimiento de una actuación responsable con 
la audiencia, a la que ofrece información rigurosa y programas de 
calidad. Defiende los principios y valores constitucionales, garanti-
zando la libertad, igualdad y pluralidad. Proclama su independencia 
de cualquier poder y presta especial atención a las personas más 
vulnerables y desfavorecidas. Tiene el compromiso de promover los 
derechos y la protección del medio ambiente” (Corporación de Ra-
dio y Televisión Españolas, 2022). 

ajustar el texto a sus preferencias desde las opciones 
del navegador. El marcado es estructural y semántico 
lo que permite una adecuada navegación. No emplea 
códigos desaconsejados por la W3C, permitiendo a 
las herramientas de apoyo que interpreten y expon-
gan correctamente el contenido y su contexto a los 
usuarios que las utilizan. El código HTML y CSS 
empleado se ajusta a las gramáticas formales para 
garantizar la correcta visualización de los contenidos 
en distintos navegadores. Los enlaces poseen textos 
descriptivos de su destino. Procuramos que el con-
traste entre el contenido y el fondo sea al menos el 
mínimo requerido, garantizando que puedan ser dis-
tinguidos por todos (los) usuarios.”

A continuación, a los citados derechos se añadi-
rían los derechos de los menores, que abarcan: la voz 
y la imagen, que no se utilizarán sin su consentimien-
to o el de su representante legal, prohibiéndose la di-
fusión de su nombre, imagen o datos que permitan 
identificarlo en contextos delictivos o de familia 
(procesos de divorcio, etc…). En este punto, convie-
ne recordar que la jurisprudencia del Tribunal de Es-
trasburgo no reconoce un “droit à la parole” derecho 
a la voz].9 Las Sentencias de tribunales españoles 
más relevantes al respecto guardan relación con la 
grabación subrepticia de la voz de otros. Tanto la 
Sentencia 114/1984, del Tribunal Constitucional,10 
como la Sentencia 779/1995, del Tribunal Supremo11 
legitiman la grabación de la voz en determinadas 
circunstancias, esencialmente, cuando no se vulneren 
derechos de otros y cuando se realice la grabación en 
espacios públicos y libres; la protección física, psí-
quica y moral del menor, frente a contenidos que le 
puedan afectar, como la pornografía, la violencia de 
género, la violencia gratuita o el maltrato; los conte-
nidos perjudiciales para el menor se circunscriben al 
horario comprendido entre las 22 horas y las 6 horas, 
precedidos de un aviso.12 Si el servicio es de pago, 

9	 “(…) l’article 10 § 2 de la Convention ne prévoit pas de restrictions 
à la liberté d’expression fondées sur le droit à la parole,(…)” [“(…) 
el artículo 10.2 de la Convención (de Roma) no prevé restricciones a 
la libertad de expresión basadas en el derecho a la palabra!, que, en 
español, ha sido traducido como derecho a la voz]: caso Pinto Coelho 
vs Portugal, nº2 48718/11. Sentencia 22 de marzo de 2016 [Secció-
nIV]. (V. European Court of Human Rights Cour Européenne des 
Droits de L´Homee, 2016).

10	 Tribunal Constitucional, nº 262/1984, de 02/05/1984, Rec. Recurso 
de amparo 114/1984 , 115/1984.

11	 Sentencia del Tribunal Supremo (Sala 2ª) de 19 de abril de 1996. 
Recurso 779/1995 TS, Sala de lo Penal, nº 353/1996, de 19/04/1996, 
Rec. 779/1995. 

12	 El anteproyecto de Ley de Comunicación Audiovisual contiene pre-
visiones horarias específicas para la radio, así, por ejemplo, “Los 
prestadores del servicio de comunicación audiovisual radiofónico 
podrán emitir programas o contenidos audiovisuales relacionados 
con el esoterismo y las paraciencias entre la 1:00 y las 5:00 horas, y 
tendrán responsabilidad subsidiaria sobre los fraudes que se puedan 
producir a través de dichos programas.(..) sólo podrán emitir progra-
mas o contenidos audiovisuales de actividades de juegos de azar y 
apuestas entre la 1:00 y las 5:00 horas, salvo los sorteos de modali-
dades o productos de lotería cuya comercialización está reservada en 
exclusiva a los operadores designados al efecto por la Ley 13/2011, 
de 27 de mayo, de regulación del juego”, tal como dispondría, de 
aprobarse en Cortes, el art. 82
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habrá sistemas de control parental. La normativa vi-
gente establece tres franjas de protección reforzada: 
entre las 8:00 y las 9:00 de la mañana, entre las 17:00 
y las 20:00 horas y a partir de las 22:00 horas. Los 
sábados, domingos y festivos estatales, además, la 
franja de entre las 9:00 y las 12:00. En tales horarios 
no puede emitirse publicidad, tampoco en las emiso-
ras de radio, que promueva el culto del cuerpo o el 
rechazo de la autoimagen; la publicidad no producirá 
daños al menor. Por eso, se fijan los límites siguien-
tes: No se incitará a los menores a comprar directa-
mente un producto, aprovechando su credulidad. No 
se animará a los menores para que convenzan a sus 
mayores para que compren. No se explotará la rela-
ción de confianza entre los menores y los padres o los 
profesores. No se mostrará a los menores en peligro. 
No se incitarán conductas que favorezcan la des-
igualdad entre hombres y mujeres. La publicidad de 
juguetes no inducirá a engaño. La mayoría de estas 
prohibiciones tienen encaje en las emisiones de radio, 
y no solo en la publicidad visual. Además, se anima a 
la Autoridad Audiovisual para que promueva Códi-
gos de Conducta que eviten la publicidad de los ali-
mentos grasos o de las bebidas con sodio o azúcares 
cuya ingesta en exceso es perjudicial.13 En último 
término, por un lado, se añaden los derechos de los 
discapacitados, que podrán disfrutar de los conteni-
dos radiofónicos y se procurará que se ofrezca una 
visión normalizada, respetuosa e inclusiva de estas 
personas, que participarán en la actividad informati-
va en proporción a su peso en la sociedad, sentido en 
el que se manifiesta el artículo 17 del Mandato-Marco 
(aprobado por las Cortes Generales el 18 de diciem-
bre de 2007). Por otro, se dispone que cualquier per-
sona podrá pedir a la Autoridad Audiovisual compe-
tente que los contenidos de un prestador se ajusten a 
la normativa vigente o a los Códigos de Autorregula-
ción. Si bien es verdad que los Códigos de autorregu-
lación han tenido su desarrollo, no se puede decir lo 

13	 Así, el artículo 16 del Mandato-marco a la Corporación RTVE apro-
bado por el Pleno del Congreso de los Diputados y del Senado dispo-
ne en relación con la protección de menores que “La Corporación 
RTVE velará por los derechos de los menores en relación con la 
programación que se emite en horario infantil, tanto en contenidos 
como en publicidad. RTVE no difundirá, entre las 6 y las 22 horas 
locales contenidos que puedan perjudicar el desarrollo psíquico o 
moral de los menores, adecuando su programación de conformidad 
con las prescripciones contenidas en el Código de Autorregulación 
de Contenidos Televisivos e Infancia y los mandatos parlamentarios 
aprobados en ese sentido. La Corporación RTVE establecerá siste-
mas de bloqueo paterno para los contenidos no aptos para menores 
en sus sistemas de difusión siempre que técnicamente sea posible. La 
Corporación RTVE adoptará cautelas adicionales para evitar la posi-
bilidad de que los niños puedan llegar a imitar diversos actos violen-
tos o comportamientos delictivos presentes en los distintos conteni-
dos de su oferta y se compromete a trabajar en colaboración con las 
instancias educativas para promover la educación y el aprendizaje de 
la población infantil y juvenil. La Corporación deberá estimular la 
existencia de canales y contenidos especialmente orientados al públi-
co infantil y, en particular, en los horarios y épocas de mayor audien-
cia de los menores. Asimismo, hará un diseño de programas que es-
timulen un uso saludable de la televisión e incentivará la actividad de 
los menores hacia la creatividad, la actitud crítica, el trabajo en 
equipo, el estudio y el ocio.”

mismo de la prevista Autoridad Audiovisual, ignora-
da por el Gobierno con el argumento de la acuciante 
crisis económica que obligó a reducir instancias pú-
blicas.

3. � El sujeto organizado: la empresa radiofónica y 
su estatuto

La misma Ley 10/2007 identifica a los prestadores 
del servicio radiofónico como acreedores de un con-
junto de derechos y como deudores de un conjunto de 
deberes:

3.1.  Los derechos del sujeto organizado

En primer lugar, los derechos de los prestadores del 
servicio radiofónico, los que se denominarían en tér-
minos iusinformativos sujeto organizado, incluyen el 
derecho a organizar editorialmente el medio (la emi-
sora) y puesto que el legislador califica al servicio 
radiofónico como servicio de interés general, los 
prestadores de radio cumplirán las obligaciones liga-
das a tal calificación, como se verá más adelante; el 
derecho de acceder a servicios de comunicación elec-
trónica para emitir; el derecho de autorregulación, 
mediante Códigos, que habrán de comunicar al Con-
sejo de Usuarios y Consumidores, 14 y que deberán 
respetar la normativa de Defensa de la Competencia;15 
el derecho a crear canales de televenta y a emitir tele-
venta; el derecho a la autopromoción, que no supera-
rá los cinco minutos por hora de emisión y cuyos 
contenidos respetarán las normas de la publicidad 
comercial; el derecho a emitir publicidad libremente, 
un derecho compartido por los servicios radiofóni-
cos, los conexos y los interactivos; el derecho al pa-
trocinio, teniendo en cuenta que todos los programas, 
salvo los de actualidad, pueden ser patrocinados, de-
biendo el público ser informado al principio, al final 
o en las reanudaciones, tras los cortes publicitarios 
sin que pueda condicionar la línea editorial ni se haga 
referencia a las promociones del patrocinador. Tam-
poco afectará al contenido, al horario o a la responsa-
bilidad del prestador; el derecho a contratar conteni-
dos para emitirlos en abierto o codificados, pudiendo 
escoger el horario de emisión, con respeto a la Nor-
mativa Reguladora de Competiciones Profesionales. 
16Al ejercer este derecho, no se impedirá que una 
parte sustancial del público de otro país disfrute del 
acontecimiento. Para respetar el derecho a la infor-
mación de los ciudadanos, el emisor permitirá que 
otros prestadores de comunicación emitan un resu-
men informativo en condiciones razonables, objeti-
vas y no discriminatorias.

14	 Sobre el VI Consejo de Usuarios y Consumidores, véase: https://bit.
ly/35oGNDZ

15	 Véase la Ley de Defensa de la Competencia: https://bit.ly/3tkNOh3 
16	 Véase, por ejemplo, la disposición horaria de las Normas Regulado-

ras de las Competiciones de Fútbol para la temporada 2020-2021 de 
la primera y segunda división de fútbol: https://bit.ly/3MhV8m8 

https://bit.ly/35oGNDZ
https://bit.ly/35oGNDZ
https://bit.ly/3tkNOh3
https://bit.ly/3MhV8m8
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3.2. � Los deberes y prohibiciones que gravan al 
emisor de radio

El legislador enumera el deber de contribuir a la alfa-
betización mediática de la ciudadanía; el deber de 
facilitar a las autoridades el acceso a la documenta-
ción, equipos e instalaciones de la emisora; el deber 
de no emitir publicidad que vulnere la dignidad hu-
mana o que fomente la discriminación o que use la 
imagen de la mujer de forma vejatoria o discrimina-
toria, resultando prohibida la publicidad encubierta,17 
la subliminal,18 la de tabaco,19 la de medicamentos 
que no respeten los artículos 78.1 y 78.5 de la Ley de 
Garantías y Uso Racional de los Medicamentos y 
Productos Sanitarios.20 Téngase en cuenta que los 
mensajes publicitarios de medicamentos deben reu-
nir los requisitos que figuran a continuación: debe ser 
evidente que se trata de publicidad y ha de especifi-
carse claramente que el producto es un medicamento; 
llevará la denominación; llevará la invitación a leer 
las instrucciones de uso; no se asegurará la curación 
ni habrá testimonios de personas famosas que induz-
can al consumo; no se usará como argumento la auto-
rización sanitaria de otro país; 21 será accesible a los 

17	 Tenemos el caso del CAC, por ejemplo. El Consejo Audiovisual de 
Cataluña aprobaba una Instrucción, en el año 2011, en la que se decía 
“en la retransmisión de eventos, se podrán insertar comunicaciones 
comerciales, siempre que no interfieran en el discurso narrativo. Las 
inserciones publicitarias dentro de un programa deben estar debida-
mente separadas al principio y al final, sin (estar) integrarlas en el 
discurso narrativo del programa. Las personas conductoras no pue-
den hacer valoraciones sobre los bienes o servicios publicitados” 
https://bit.ly/3hxKBVO.

18	 La publicidad subliminal está compuesta por imágenes y sonidos o 
solo por imágenes, de acuerdo con la doctrina. Queda descartado su 
uso en la radio. Sobre la potencialidad de la publicidad en internet, 
puede leerse el trabajo de Teresa Piñeiro-Otero. La publicidad radio-
fónica en internet. Características, potencialidades y principales for-
matos. Véase: https://bit.ly/3MhWEoe 

19	 Ya es sabido que la publicidad del tabaco está prohibida en la Unión 
Europea desde el año 2003 (Directiva 2003/33). 

20	 El artículo 78.1 dispone que “Podrán ser objeto de publicidad desti-
nada al público los medicamentos que cumplan todos los requisitos 
que se relacionan a continuación: a) Que no se financien con fondos 
públicos. b) Que, por su composición y objetivo, estén destinados y 
concebidos para su utilización sin la intervención de un médico que 
realice el diagnóstico, la prescripción o el seguimiento del tratamien-
to, aunque requieran la intervención de un farmacéutico. Este requi-
sito podrá exceptuarse cuando se realicen campañas de vacunación 
aprobadas por las autoridades sanitarias competentes. c) Que no 
constituyan sustancias psicotrópicas o estupefacientes con arreglo a 
lo definido en los convenios internacionales.”. Por su parte, el artícu-
lo 78.5 señala que “En el caso de los productos sanitarios queda ex-
cluida la posibilidad de realizar publicidad directa o indirecta, dirigi-
da al público en el caso de que un producto esté financiado por el 
Sistema Nacional de Salud. Esta prohibición de publicidad afecta a 
las empresas fabricantes, distribuidoras o comercializadoras, así 
como a todas aquellas entidades que puedan mantener un contacto 
directo con el paciente. Asimismo, se prohíben las primas, obse-
quios, descuentos, premios, concursos, bonificaciones o similares 
como métodos vinculados a la promoción o venta al público de di-
chos productos.”

21	 Véase, a modo de ejemplo, un anuncio del producto Red Bull, que 
fue llevado ante el Jurado de Ética de la Asociación Autocontrol (de 
la publicidad): https://bit.ly/3IDoclQ. El Jurado encontró que se ha-
cía una oferta no justificada de efectos beneficiosos sobre la salud.  

discapacitados; se prohíbe la publicidad de bebidas 
alcohólicas de más de 20 grados y la de bebidas de 
menos de 20 grados se emitirá entre las 20:30 horas y 
las 6:00 horas, salvo que esta publicidad forme parte 
indivisible de los derechos adquiridos, quedando 
terminantemente prohibido destinarla a menores; se 
prohíbe la publicidad que dañe el medio ambiente; se 
prohíbe la publicidad que fomente comportamientos 
nocivos para la seguridad; se prohíbe la publicidad 
política, salvo lo dispuesto en la Ley de Régimen 
Electoral General;22 la publicidad de productos bene-
ficiosos para la salud se atendrá al Reglamento co-
rrespondiente.23 la importación y venta de medica-
mentos no tendrá como fin aumentar las capacidades 
físicas de los deportistas.24

4.  La propaganda electoral radiofónica

El régimen jurídico de la propaganda electoral en la 
radio ha permanecido inmutable durante los casi últi-
mos 40 años. Sin embargo, la aprobación de la Ley 
Orgánica 3/2018, sobre Protección de Datos y Dere-
chos Digitales, ponía en sintonía, y nunca mejor di-
cho, la normativa interna con la normativa UE, sin 
que fuera preciso, pues el Reglamento UE 2016/679 
es de aplicación directa en territorio UE e, incluso, es 
de aplicación extraterritorial.

La Ley Orgánica 5/1985, provocó la decisión gu-
bernamental de adaptar una norma de 1999.

La normativa general electoral prohíbe a los me-
dios de comunicación y, por lo tanto, a la radio, di-
fundir propaganda electoral cuando la campaña 
electoral haya concluido. Del mismo modo, desde 
que se convocan las elecciones y hasta que comienza 
la campaña se prohíbe la propaganda/publicidad me-
diante inserciones en radio rechazando cualquier ar-
gumento relativo a que se trata de actividades usuales 
en el ejercicio del derecho a la información del artí-
culo 20 de la Constitución española. La prohibición 
afecta tanto a cuñas publicitarias en radio, como a 
banners en Internet o en cualesquiera otros soportes 
digitales.

La Junta Electoral Central (en su Instrucción 
3/2011)25 ha aceptado que los candidatos puedan acu-

22	 Esta cuestión se ve a continuación, con todo detalle.
23	 Véase el Reglamento de la Unión Europea 1924/2006. https://bit.

ly/3hwyBE5 
24	 Ver Real Decreto Legislativo 1/2015, sobre texto refundido de la Ley 

de Garantías y Uso Racional de los Medicamentos y Productos Sani-
tarios, cuyo artículo 74.3 dispone que “De acuerdo con lo previsto en 
la legislación sobre protección de la salud y lucha contra el dopaje en 
el deporte, los deportistas, equipos o grupos deportivos y los directi-
vos extranjeros que los representen están obligados, cuando entren 
en España para participar en una actividad deportiva, a remitir debi-
damente cumplimentados a la Agencia Española de Protección de la 
Salud en el Deporte los formularios que la misma establezca, en los 
que se identifiquen los productos que transportan para su uso, las 
unidades de los mismos y el médico responsable de su prescripción 
o, en el caso de animales que participen en eventos deportivos, el 
veterinario.”

25	 Instrucción 3/2011, Junta Electoral Central. https://bit.ly/3MiBTZS 

https://bit.ly/3hxKBVO
https://bit.ly/3MhWEoe
https://bit.ly/3IDoclQ
https://bit.ly/3hwyBE5
https://bit.ly/3hwyBE5
https://bit.ly/3MiBTZS
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dir a entrevistas o debates en radios públicas y priva-
das. También pueden enviar sms, emails o contenidos 
por radiofrecuencia, con tal de que no contraten con 
terceros para difundir la propaganda. Pueden crear 
páginas web y participar en redes sociales si, igual-
mente, no contratan con terceros.

La norma electoral se refiere, específicamente, a 
las emisoras municipales de FM, para disponer que 
no pueden contratar publicidad electoral; sin embar-
go, los candidatos tienen derecho a espacios de pro-
paganda gratuitos, durante la campaña, en dichas 
emisoras, en las circunscripciones en las que presen-
ten candidatos; estas emisoras no podrán ofrecer es-
pacios gratuitos para la propaganda electoral en 
campañas que no sean municipales; y, en último tér-
mino, el Pleno Municipal controla a la entidad ges-
tora de la FM y vela por el respeto de estas normas.

El legislador distingue entre las emisoras de radio 
de propiedad privada y las de propiedad pública, a 
efectos de publicidad electoral. En las radios de ges-
tión privada, las candidaturas tienen derecho a hacer 
publicidad en estas emisoras. El gasto en publicidad 
no podrá superar el veinte por ciento del gasto permi-
tido a partidos, agrupaciones, coaliciones, federacio-
nes y candidaturas. Las tarifas serán las de siempre 
en la emisora y no habrá trato de favor.

En cambio, en las radios de titularidad pública no 
se puede contratar publicidad electoral pero, durante 
la campaña, las candidaturas sí tienen derecho a espa-
cios gratuitos de propaganda cuya duración viene 
condicionada por el número de votos obtenidos en la 
campaña anterior equivalente, siendo los criterios a 
seguir los siguientes: en las elecciones a Cortes: se 
tienen en cuenta los resultados de las anteriores elec-
ciones a Cortes para repartir los tiempos en la radio. 
En las elecciones a Cortes y, al mismo tiempo, elec-
ciones a Asamblea Autonómica o al Ayuntamiento: 
se tienen en cuenta los resultados de las anteriores 
elecciones a Cortes para repartir los tiempos en la 
radio. Si se trata de elecciones a la Asamblea Autonó-
mica y al Ayuntamiento: se tienen en cuenta los resul-
tados obtenidos en las anteriores elecciones a la 
Asamblea Autonómica a efectos de repartir los tiem-
pos. En las elecciones al Parlamento Europeo simul-
táneas a elecciones a Cortes o elecciones al Ayunta-
miento: se tienen en cuenta los resultados de las 
anteriores elecciones a Cortes o al Ayuntamiento. Fi-
nalmente, en las elecciones al Parlamento Europeo o 
a la Asamblea Autonómica: se tienen en cuenta las 
últimas elecciones a la Asamblea Autonómica.

La gestión de los espacios/tiempos en las radios 
públicas corresponde a la Junta Electoral Central, a 
propuesta de una Comisión de Radio y Televisión 
integrada por un representante de cada partido que 
cuente con representación en el Congreso de los Di-
putados. La JEC puede delegar en las Juntas Provin-
ciales para distribuir los espacios de propaganda 
gratuitos en la programación autonómica y local de 
los medios estatales. Para esto se crea una Comisión 
a nivel autonómico. Igualmente, serán las Juntas 
Electorales Provinciales las que distribuyan los tiem-

pos de las radios públicas cuando haya simultanei-
dad. El tiempo gratuito de propaganda oscila entre 10 
minutos: para los partidos que no concurrieron en 
anteriores elecciones equivalentes, y 45 minutos: 
para los partidos que han conseguido, al menos, el 
cincuenta por ciento de los votos válidos emitidos, 
pasando por 15 minutos: para los partidos que no al-
canzaron el cinco por ciento de votos válidos emiti-
dos en España o en las circunscripciones afectadas y 
30 minutos: para los partidos que han alcanzado entre 
el cinco por ciento y el veinte por ciento de votos 
válidos emitidos.

Para tener derecho a un tiempo gratuito de propa-
ganda, los partidos tienen que haberse presentado al 
setenta y cinco por ciento de las circunscripciones del 
ámbito de difusión del medio de comunicación públi-
co en cuestión. Aquellos partidos que no cumplan ese 
requisito tendrán derecho a 15 minutos de emisión, si 
en las anteriores elecciones equivalentes alcanzaron 
el veinte por ciento de los votos emitidos en la Comu-
nidad Autónoma correspondiente. Por último, las 
agrupaciones electorales que se federen para hacer 
propaganda en medios públicos tendrán derecho a 10 
minutos de emisión, si se presentan en el setenta y 
cinco por ciento de las circunscripciones.

La selección del momento y del orden de emisión 
de la propaganda por parte de la Junta Electoral ten-
drá en cuenta las preferencias de las candidaturas, en 
razón del número de votos obtenido. En cualquier 
caso, la igualdad, la proporcionalidad, la neutralidad 
y el pluralismo de las emisoras públicas serán respe-
tados durante la campaña. Todas las decisiones de sus 
Consejos de Administración podrán reclamarse ante 
las Juntas Electorales correspondientes.

Finalmente, si en la radio se difundieran hechos 
sobre candidatos que estos consideren inexactos y 
perjudiciales podrán ser perseguidos mediante el 
ejercicio del derecho de rectificación.26 El juicio ver-
bal se celebrará en los 4 días siguientes a la petición 
de rectificación.

5. � Servicios radiofónicos, servicios esenciales de 
interés (económico) general

La normativa radiofónica actual califica a los servi-
cios radiofónicos en España como de interés general. 
Se prestan en el ejercicio del derecho a la libre expre-
sión de ideas, del derecho a difundir información, a 
participar en la vida social y política, del derecho a la 
libertad empresarial y dentro del marco de igualdad, 
libertad y valores democráticos.

Sin embargo, estos servicios no siempre han teni-
do esa calificación. Durante décadas se ha tratado de 
un Servicio Público, gestionado directamente por el 

26	 Véase el mencionado caso Rocío Monasterio vs El País por una in-
formación vertida durante la campaña electoral en la que se afirmaba 
que la político no disponía de la titulación académica que le permi-
tiera realizar trabajos de arquitectura. El Juzgado de Primera Instan-
cia número 49 condenó a El País a pagar las costas y a rectificar di-
chas informaciones. https://bit.ly/344LLoC 

https://bit.ly/344LLoC
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Estado o indirectamente, por un particular, gracias a 
una concesión.27

Hoy en día, las radios convencionales, las que 
emiten por ondas hercianas, precisan una licencia 
antes de iniciar su emisión. Esta licencia se obtiene 
en un concurso público y supone el uso del dominio 
público radioeléctrico en los términos que disponga 
la licencia.28

Las radios gestionadas mediante licencia pueden, 
además, mejorar su tecnología y realizar radiodifu-
sión DAB o DAB+ para lo cual también es preciso 
obtener una licencia.29

Al amparo del Real Decreto 1287/1999, se lanza-
ron las emisiones DAB (-digital audio broadcasting- 
radio digital terrestre) que hicieron de España un país 
pionero. Sin embargo, estas emisiones de calidad, 
llamadas a sustituir la FM, se detuvieron al cambiar 
la normativa en 2009 que reducía la obligación de 
cubrir al cincuenta por ciento de la población hasta 
solo el veinte por ciento. Esto desinfló al sector y 
actualmente se escucha radio DAB en Madrid y Bar-
celona, solo. Esta tecnología permite ofrecer pod-
casts, streaming, apps y contenido sonoro-redaccio-
nal-audiovisual. En España, emiten en digital (DAB) 
Cadena Ser, Onda Melodía, Onda Cero, Cadena 100, 
Kiss FM, Radio María, Cadena Cope, Radio Marca, 
Intereconomía o Es.radio.

En cambio, las radios que emiten por Internet –las 
radios online nativas- solo tienen el deber de infor-
mar a la Autoridad competente antes de emitir. No 
precisan licencia, no precisan autorización, pero tam-
poco están realizando ninguna clase de comunicación 
previa, mientras se vive una auténtica explosión en 
este ámbito por su facilidad de creación y su reducido 
coste, lo que en gran parte explica la urgencia guber-
namental por afrontar la regulación de las emisiones 
electrónicas.30

Existe la prohibición de emitir para aquellas perso-
nas que hayan sido sancionadas por conculcar el Con-
venio de Roma de Derechos Fundamentales (1950) y 
esto afecta tanto a las radios convencionales (analógi-
cas), como a las digitales (DAB), como a las radios 
online.31 Cuando el servicio de radio sea de pago, el 
codificador tendrá que estar homologado (art. 23.3 
Ley 7/2010, General de Comunicación Audiovisual).32

27	 En el anteproyecto de Ley de Comunicación Audiovisual que tramita 
el actual Gobierno puede verse que se refuerza la visión de la radio-
difusión como servicio público, en lo que sería un cambio relevante 
en la línea que los diferentes gobiernos españoles han llevado en los 
últimos casi veinte años. 

28	 Vid. art. 23 ss de Ley 7/2010, General de Comunicación Audiovi-
sual. 

29	 Ministerio de Asuntos Económicos y Transformación Digital: 
https://bit.ly/3trp8DL 

30	 Es llamativo que en el anteproyecto de ley de comunicación audiovi-
sual se dedique todo un Título (IV) a la regulación específica de la 
radiodifusión y del servicio sonoro a petición. 

31	 Convención de Roma, de 1950: https://bit.ly/3pqrXUj Este docu-
mento internacional va asociado al Tribunal de Estrasburgo, ante el 
cual tienen “ius standi” las personas naturales frente a los Estados 
miembros del Consejo de Europa. 

32	 El Real Decreto 346/2011 se refiere al decodificador de Reed-Solo-
mon. https://bit.ly/3pxgEcV 

En tanto que servicio de interés general, la radio 
tiene como misión difundir contenidos que fomenten 
valores constitucionales, contribuir a formar una opi-
nión pública plural, dar a conocer la pluralidad y di-
versidad cultural de España y difundir el conocimien-
to y las artes, atendiendo a las personas y grupos que 
no sean destinatarios de la programación mayoritaria.

Por su parte, las emisoras públicas tienen la carac-
terización de servicio público.33 Es el caso de Radio 
Nacional cuyo objeto es producir, editar y difundir 
canales de radio con programaciones diversas y equi-
libradas para todo tipo de público, cubriendo todo 
tipo de géneros, satisfaciendo las necesidades de in-
formación, cultura, educación y entretenimiento de la 
sociedad y preservando el pluralismo.

Obligaciones adicionales legales de servicio pú-
blico son las que siguen: obligación de emitir 12 ho-
ras de radio semanales para programas interactivos 
con presencia de grupos sociales, políticos y sindica-
les; obligación de emitir los debates que tengan lugar 
en Las Cortes; obligación de emitir debates electora-
les; obligación de emitir en canales infantiles, en ho-
rario infantil, programas para niños y en sistema 
multilingüe (con la traducción tecnológica a las len-
guas de España), respetando el Código de Autorregu-
lación, con la opción del control parental de las 
emisiones;34 obligación de promover la cultura, el 
arte, la ciencia, la innovación y el emprendimiento; 
obligación de garantizar las emisiones de radio inter-
nacionales; obligación de concluir convenios de co-
laboración con otras emisoras de radio públicas; 
obligación de impulsar la diversidad cultural y lin-
güística; obligación de propiciar el acceso a distintos 
géneros y eventos.

Los acontecimientos de interés general (aconteci-
mientos deportivos, espectáculos, etc…) son de obli-
gada difusión en abierto y se extraen de un catálogo 
que prepara el Gobierno. El elenco es muy amplio 
pues abarca desde los Juegos Olímpicos de invierno 
y verano hasta partidos oficiales de la selección espa-
ñola absoluta de fútbol y de baloncesto, pasando por 
semifinales y final de la Eurocopa de Fútbol y del 
Mundial de Fútbol, un partido por jornada de la Liga 
Profesional de Fútbol y de la Copa del Rey de Fútbol, 
grandes premios de automovilismo celebrados en 
España, etc…

33	 El Real Decreto 1273/1992, sobre Gestión indirecta de emisoras de 
radiodifusión sonora en ondas métricas con modulación de fre-
cuencia, pensado para las Corporaciones Locales, se extiende a to-
das las modalidades de gestión indirecta de la radio en el Real De-
creto 964/2006, de Plan Técnico Nacional de Radiodifusión Sonora 
en Fm. 

34	 Para las televisiones se añaden otras obligaciones: obligación de 
llegar al 100% de la programación en lengua de signos; obligación 
de que un 60% de largometrajes, series y documentales emitidos 
sean europeos. c. Obligación de aumentar en un 20% la inversión en 
cine europeo; obligación de evitar la concentración de más de un 
30% en un productor; obligación de dedicar solo el 10% del presu-
puesto total anual a adquirir derechos de emisión de eventos deporti-
vos de interés general.	  
Por su parte, el Código de Autorregulación de la Corporación RTVE 
está publicado en el website de la Corporación: https://bit.ly/3HAipMG 

https://bit.ly/3trp8DL
https://bit.ly/3pqrXUj
https://bit.ly/3pxgEcV
https://bit.ly/3HAipMG
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Cuando el organizador del evento no tenga sede 
en España, la obligación de preservar la difusión en 
abierto recaerá sobe el titular35 de los derechos exclu-
sivos que asuma la retransmisión en directo. Al asu-
mir el evento o la retransmisión, se determinará si los 
acontecimientos deben ser transmitidos total o par-
cialmente en directo o total o parcialmente en diferi-
do. Téngase en cuenta que el titular del derecho ex-
clusivo solo podrá emitir el evento en programas “a 
petición” cuando se emita en diferido.36 Un régimen 
especial está previsto para las radios, que tendrán 
acceso libre a los estadios y recintos para retransmitir 
en directo los acontecimientos deportivos, a cambio 
de una compensación económica equivalente a los 
costes generados para ejercer el derecho. Las partes 
fijan de común acuerdo esa cuantía. Si no se logra 
acuerdo, interviene la Comisión Nacional de Merca-
dos y Competencia.

6.  El servicio público (s.p.) de radiodifusión

De acuerdo con la legislación vigente, tanto las emi-
soras de radio públicas como las privadas tienen ob-
jetivos de servicio público (v. Díaz Arias, 2012). 
Cuando el SP sea gestionado indirectamente (es decir, 
por particulares), las Comunidades Autónomas (go-
biernos regionales, CCAA) podrán participar en el 
capital social del prestador del SP.

El Servicio Público de radio deberá respetar el 
Tratado de Funcionamiento de la Unión Europea (art. 
114, 169 y 352 del TFUE, antes, art. 95, 153 y 308 
del Tratado Constitutivo de las Comunidades Euro-

35	 El titular del evento puede ser MOVISTAR+, por ejemplo, para el 
caso de Fórmula 1. Tras la entrada en vigor de la Ley 5/2015 y el 
consiguiente debate doctrinal, en concreto, en relación con los dere-
chos de retransmisión del fútbol, parece claro: (a) que el titular de los 
derechos es el propietario del estadio en que se juega cada partido –
derecho de arena-, (b)que es posible vender los derechos de retrans-
misión y, finalmente, (c)que los clubes son los titulares de los dere-
chos : Vid. Galán (2020), artículo que completa un análisis sereno 
realizado en su primera parte: https://bit.ly/35F92Os Aquí se defien-
de la naturaleza jurídica atípica de los derechos audiovisuales y se 
basa su defensa en la protección frente a la expoliación que supone 
aprovecharse del trabajo ajeno. 

36	 En relación con el derecho de informar sobre el evento deportivo, la 
doctrina ha fijado para las televisiones el siguiente criterio: Si otros 
medios acreditan periodistas para cubrir el evento, no se podrá exigir 
contraprestación económica cuando la información esté destinada a 
un informativo de carácter general, en diferido y para menos de 90 
segundos. En cambio, sí habrá contraprestación cuando quieran ela-
borar un resumen, en el que aparecerá el logotipo de la entidad orga-
nizadora y el patrocinador. Los periodistas tendrán derecho a acceder 
a la zona autorizada del espacio en que se celebre el evento.	  
Muy relevante es, en este sentido, el Acuerdo de la Comisión Nacio-
nal de Mercados y Competencia por el que se establecen criterios 
para la adecuación de los programas en los que se emitan breves re-
súmenes informativos de acontecimientos de interés general a lo es-
tablecido en el artículo 19.3 de la Ley 7/2010, de 31 de marzo, Gene-
ral de la Comunicación Audiovisual. INF/CNMC/009/16/
PROGRAMAS. También, se puede leer el acuerdo por el que se da 
contestación a la consulta formulada por la federación de organismos 
de radio y televisión autonómicos en relación con el derecho recono-
cido en el artículo 19 de la ley 7/2010, de 31 de marzo, general de 
comunicación audiovisual. CNS/DTSA/796/18/FORTA. 

peas, TCCE) en cuanto a ayudas estatales. La conta-
bilización del coste neto del SP de radio seguirá las 
pautas de la Unión Europea, siendo posible la crea-
ción de fondos de reserva.

La creación, en su caso, de una nueva emisora 
pública de radio deberá ir precedida de una auditoría 
sobre la repercusión que esta nueva emisora pública 
de radio tendrá en el mercado audiovisual.

El control de la misión de servicio público debería 
ser realizado por una Autoridad Estatal Audiovisual 
–CEMA-, que no ha llegado a crearse. En la actuali-
dad, este control lo realizan la Comisión Nacional de 
Mercados y Competencia y el Tribunal de Cuentas, 
con el objetivo de vigilar la transparencia, el pluralis-
mo, la independencia y la imparcialidad de los me-
dios públicos.

En concreto, sobre la Corporación RTVE pesa la 
obligación de ceder gratuitamente sus canales de ra-
dio a los prestadores de TV por cable, satélite y por 
protocolo de internet (IPTV). Por su parte, los licen-
ciatarios estatales también están obligados a ceder 
sus principales emisoras de radio en abierto, tras ne-
gociar la correspondiente contraprestación con los 
operadores de telecomunicaciones.

La radio pública es, en España, un servicio esen-
cial para la comunidad y para la cohesión de la socie-
dad. Su objeto es producir, editar y difundir progra-
mas diversos y equilibrados para todo tipo de 
públicos, cubriendo todos los géneros, satisfaciendo 
todas las necesidades informativas, difundiendo la 
identidad y diversidad españolas, impulsando la so-
ciedad de la información, todos los valores constitu-
cionales y garantizando el acceso a los grupos socia-
les y políticos significativos.37

En el caso de las emisoras de radio (y canales de 
televisión) públicos dichos objetivos se establecen 
para períodos de 9 años, que aprueban Las Cortes, se 
denominan “mandatos-marco”38 y se especifican en 
un contrato-programa entre el Gobierno y la Corpo-
ración, de carácter trienal.39 El control del cumpli-
miento del contrato es realizado por Las Cortes, por 
los Parlamentos autonómicos y por las Autoridades 
Reguladoras, cuando las haya (habría sido el caso de 
la CEMA, rol que actualmente desempeñan la CNMC 
y el Tribunal de Cuentas, como queda dicho).

La CRTVE es una sociedad mercantil estatal con 
especial autonomía, personalidad jurídica y plena ca-
pacidad. Tiene forma de Sociedad Anónima y todo el 
capital es estatal. Se gestiona con independencia del 
Gobierno y de la Administración General del Estado.

37	 Ver Título Preliminar y Título I de la Constitución española de 1978. 
38	 El primer “mandato-marco” fue aprobado en 2007. Véase: MANDA-

TO-MARCO a la Corporación RTVE previsto en el artículo 4 de la 
Ley 17/2006, de 5 de junio, de la Radio y la Televisión de Titularidad 
Estatal, aprobado por los Plenos del Congreso de los Diputados y del 
Senado. El segundo tendría que haber sido aprobado en 2017. La si-
tuación política española dificultó el procedimiento. (Ver Europa-
press, 2017).

39	 En Resolución de 29 de octubre de 2018, el Tribunal de Cuentas 
instaba al Gobierno y a la Corporación RTVE a aprobar y suscribir el 
contrato-programa previsto por la Ley 17/2006. 

https://bit.ly/35F92Os
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La gestión es realizada a través del Consejo de 
Administración cuyos miembros se someten a un ré-
gimen de incompatibilidades por el que no pueden 
tener intereses en las empresas audiovisuales, disco-
gráficas, de cine, de video, de prensa, de publicidad, 
de informática, de telecomunicaciones, de servicios 
de sociedad de la información o de cualquier otro tipo 
de entidades relacionadas con el suministro, dotación 
de material o programas a la Corporación RTVE y 
sus filiales. Tienen, además, un deber de lealtad.

La Corporación dispone de un Consejo Asesor y 
de Consejos Informativos. El Consejo de Administra-
ción se compone de 10 miembros; 6, elegidos por el 
Congreso y 4, por el Senado. Se los nombra por un 
período de 6 años. Es presidente el Consejero desig-
nado por el Congreso de los Diputados. Tras un largo 
período de interinidad con una administradora única, 
en febrero de 2021, los miembros del Consejo de 
Administración de la CRTVE han sido elegidos por 
el Congreso y el Senado de España .40

El Parlamento español realiza un control anual de 
la actuación de la CRTVE y sus sociedades. La 
CNMC controla, en concreto, el cumplimiento del 
Servicio Público de Radio Nacional.41 El Tribunal de 
Cuentas realiza el control externo de las cuentas.

El derecho del Gobierno de imponer la emisión de 
comunicados oficiales de interés público, con indica-
ción de su origen deriva del viejo Estatuto de la Radio 
y la Televisión (Ley 4/1980) y de la Ley de Secretos 
Oficiales 9/ 1968, modificada en 1978, y aún vigente.

Los calificados por la norma como servicios de 
interés económico general de radio, como es el caso 
de Radio Nacional, no admiten publicidad ni pueden 
ser de pago. Son financiados por los Presupuestos 
Generales del Estado.42

La financiación de la CRTVE está regulada por 
Ley (Ley 8/2009), de conformidad con la Ley de Te-
lecomunicaciones (9/2014).43 Los recursos para la fi-
nanciación provienen de: compensaciones por prestar 
S. P. (que solo pueden destinarse a actividades de 
S.P., así, actividades culturales o sociales, como pro-
gramas o actividades culturales, musicales, dramáti-
cas, infantiles); un porcentaje del rendimiento de la 
tasa por reserva de dominio público (que no superará 
los 330 millones de euros y que sólo puede destinarse 

40	 Mediante el Real Decreto-Ley 4/2018, que concreta con carácter ur-
gente el régimen jurídico aplicable a la designación del Consejo de 
Administración de la Corporación RTVE y de su Presidente. El nú-
mero de votos para su elección es de 2/3, en primera votación, y de 
mayoría absoluta, en segunda. Son Las Cortes quienes los eligen. 
Esta norma venía a modificar la Ley 5/2017 que, a su vez, modificaba 
la Ley 17/2006, de Radio y Televisión de Titularidad Estatal. 

41	 Véase el Informe sobre el cumplimiento de las obligaciones de servi-
cio público por la Corporación Radio y Televisión Española y su fi-
nanciación, año 2017.

42	 El presupuesto para RTVE alcanzó en 2019 la cifra de 376 millones 
de euros. De hecho, la Ley de Presupuestos de 2019 modificó la Ley 
de Financiación de RTVE y ha pasado a permitir la publicidad de 
patrocinadores de deportistas olímpicos, aunque no generará ingre-
sos para la Corporación. 

43	 Está en trámite también la nueva Ley de Telecomunicaciones, en el 
marco del Programa España Digital 2025. 

a actividades de S.P., como las citadas anteriormen-
te); las aportaciones de los operadores de telecomuni-
caciones ( telefonía fija, móvil y proveedores de ac-
ceso a internet) de ámbito superior al autonómico 
(que supondrá el 0,9% de los ingresos brutos de ex-
plotación y que no superará el veinticinco por ciento 
de los ingresos anuales de la CRTVE y que se reser-
varán a actividades de S.P. );44 las aportaciones de los 
concesionarios de TV (televisión por ondas, vía saté-
lite, por cable) que solo se destinarán a actividades de 
S.P. [y que supondrán el tres por ciento de los ingre-
sos brutos anuales, sin que supere el quince por cien-
to de los ingresos de la CRTVE, en el caso de TV de 
acceso abierto45 y el 1,5% de los ingresos de CRTVE 
y que no superará el veinte por ciento de los ingresos 
anuales de la CRTVE, en el caso de las TV de pago; 
los ingresos derivados de sus servicios y de sus acti-
vidades, teniendo en cuenta que no generarán ingre-
sos ni la autopromoción, ni la publicidad y comunica-
ción institucional, ni las actividades de propaganda 
electoral, ni las campañas de las ONGs puesto que 
entrarán (estas últimas) en el concepto de Responsa-
bilidad Social Corporativa (RSC) de la Corporación 
RTVE; los productos y rentas de su patrimonio; las 
aportaciones voluntarias, las subvenciones, los lega-
dos, las herencias, etc.; los ingresos derivados de las 
operaciones de crédito; y otros ingresos de Derecho 
Público o Privado que les puedan corresponder.

Como se anticipaba, pueden mantener reservas 
del 10% de la financiación anual presupuestada, que 
se revisarán cada 4 años. La recaudación que realice 
la radio pública (Disposición Adicional 14 de la Ley 
3/2013, de Creación de CNMC) en concepto de dere-
chos (tasas, prestaciones patrimoniales e ingresos 
derivados del ejercicio de funciones legales) no se 
ingresa en el Tesoro Público.

7. � La gestión de la radio y transparencia. Los 
concursos para obtener una licencia y los 
planes técnicos nacionales

Como se ha ido anticipando, en el caso de las emiso-
ras de titularidad pública, debemos tener en cuenta 
que pueden ser titulares de emisoras de radio el Esta-
do, las Comunidades Autónomas (CCAA) y los Entes 
Locales (EELL).

Las CCAA acuerdan el modo de gestión de las 
emisoras: directo, indirecto, de colaboración público-
privada. Por supuesto, siempre atentas a los princi-

44	 Sería el caso de Telefónica de España, S.A.U., Vodafone España, 
S.A.U., Orange Espagne, S.A.U.

45	 Los canales o plataformas de pago actuales en España son: Movis-
tar+, Vodafone y Orange, Movistar+ Lit: #Cero, #Vamos, Seriesma-
nía, Movistar Series, Fox, TNT, Comedy Central y AMC, Netflix, 
HBO, Amazon Prime Video o Sky TV, Filmin, Cineclick, Rakuten: 
Mubi, Feelmakers, FlixOlé, PeliculasManiac.

	 Algunos concesionarios de TV en abierto son: Antena3, LaSexta, 
Neox, Nova, Mega, Atreseries, Telecinco, Cuatro, Factoría de fic-
ción, Boing, Divnity, Energy, BeMad, Gol, Disney Channel, Para-
mount Network, Ten, Real Madrid, Dkiss o Trece. 
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pios de transparencia, publicidad, concurrencia y no 
discriminación.

A nivel autonómico, son factibles los acuerdos 
para producir/editar contenidos o para adquirir dere-
chos, pero también serían posibles acuerdos con la 
Corporación RTVE.

Se someten a la Ley General Audiovisual los ope-
radores radiofónicos, en general, y los operadores de 
radios comunitarias, en particular.

En cambio, las empresas transportadoras de seña-
les y las comunicaciones audiovisuales no económi-
cas se someten a la Ley de Telecomunicaciones, que 
no será objeto de estudio en este artículo.

En la actualidad, las licencias duran 15 años y se 
renuevan automáticamente, con tal de que se cum-
plan las condiciones de la concesión, no haya obstá-
culos técnicos insalvables y el prestador esté al co-
rriente en el pago de tasas por reserva de dominio 
público radioeléctrico. También es posible, hoy en 
día, ceder las licencias obtenidas o arrendarlas.

Del mismo modo, cabe que los titulares de la li-
cencia radiofónica impongan a los usuarios un pago 
para acceder a la radio, pero esta posibilidad legal se 
reduce al cincuenta por ciento de las emisoras conce-
didas en cada licencia.

Todas las licencias de igual naturaleza y ámbito 
de cobertura deben ser convocadas simultáneamente. 
El Plan Técnico Nacional contendrá la oferta de las 
licencias y las condiciones esenciales para obtener 
una licencia. Los concursos se irán convocando a 
medida que queden vacantes las licencias. Si no fue-
ran convocadas, los interesados podrían solicitarlas.

Las licencias se renuevan cada quince años. Si se 
dan las tres siguientes circunstancias no se renovará 
la emisora de radio y saldrá a concurso público: que 
se haya agotado el espectro radioeléctrico, que haya 
terceros interesados en obtener una licencia y que la 
soliciten con 24 meses de antelación al agotamiento 
de la licencia.

En las bases de los concursos figurarán los requi-
sitos de experiencia, solvencia y recursos para explo-
tar la licencia. Actualmente se puede negociar con las 
licencias (alquilarlas, por ejemplo) con tal de que se 
den los requisitos que se enumeran ahora: que hayan 
transcurrido 2 años desde la adjudicación inicial de la 
licencia, que se respete el principio de reciprocidad 
en el país de origen de quien aspira a ser licenciatario 
y pague la tasa correspondiente, que se alquile/ceda 
solo el 50% de la capacidad de la licencia. que no se 
subarriende (el subarriendo está prohibido) y que se 
cumpla la oferta realizada para obtener la licencia.

Los últimos Planes Técnicos Nacionales de Ra-
diodifusión46 han sido:

46	 No debemos confundirlos con los Planes Técnicos de Televisión 
Digital Terrestre, el último de los cuales, de 2019, busca liberar fre-
cuencia para la entrada de los operadores móviles de 5G. Coincide 
con el reparto del segundo dividendo digital. La expresión hace refe-
rencia a la reducción del espectro de frecuencias para TV debido a la 
mayor eficiencia que facilita la TDT. Esto permitió ofrecer frecuen-
cias a los operadores de comunicaciones móviles de pago. Y ahora 
permite la entrada de los operadores de 5G. 

a.)PTN de FM (1999, 2006, con modificaciones 
en 2005, 2006 y 2011). En este tipo de Plan Técnico, 
las solicitudes para obtener emisoras de radio se pre-
sentan al Estado. Se busca la cobertura del 95% de la 
población estatal/autonómica/local, ya sea la gestión 
directa (Estado/CC.AA./Ente local), ya sea la gestión 
indirecta de una Corporación Local.

b.)Reglamento de Radio Digital Terrestre (R.D. 
1287/1999, con modificaciones de 2006, 2011 y 
2019). En este reglamento se reservan 4 programas 
para la gestión directa de CRTVE y 2 programas para 
emitir con desconexiones. Se reservan, además, 3 
programas FM para CCAA en régimen de gestión 
directa.

El Real Decreto 391/2019 se centra en el reparto 
del segundo dividendo digital y en la televisión digi-
tal terrestre.47

c.)PTN de OM (RD 765/1993). Tanto la gestión 
directa de las emisoras de radio en Onda Media, 
como la indirecta corresponden al Estado. La Onda 
Media es explotada directamente por el Estado/En-
tes Públicos o indirectamente por licenciatarios esta-
tales. En esta onda emite la radiodifusión sonora te-
rrestre.

Además de la OM y de la FM, existen, como es 
sabido, la Onda Corta, la Onda Larga y ahora la Ra-
dio Digital (DAB). La Onda Corta (OC) y la Onda 
Larga (OL) son explotadas directamente por el Esta-
do. En la onda corta emiten los radioaficionados y las 
emisoras de radio internacionales. La Radio Digital 
(DAB) de cobertura nacional puede ser explotada 
directamente por el Estado o indirectamente median-
te una licencia administrativa estatal. A nivel estatal, 
la radiodifusión digital y la onda media (OM) las li-
cencia el Gobierno. Para este ámbito (cobertura esta-
tal), el 35% del espectro se reserva para las radios 
públicas, según el PTN correspondiente. La Frecuen-
cia Modulada (FM) es explotada directamente por las 
Administraciones Públicas/Entes Públicos o indirec-
tamente, con licencia administrativa, por las Corpo-
raciones Locales o por particulares. La licencia es 
otorgada por las CCAA. En consecuencia, puede 
verse que de la misma manera que el Gobierno Cen-
tral toma las decisiones sobre las licencias de ámbito 
estatal, las Comunidades Autónomas deciden, dentro 
de los múltiplex que se les reserven, los canales auto-
nómicos de explotación pública y privada. Por su 
parte, la Radio Digital Autonómica o Local puede ser 
explotada mediante gestión directa o mediante ges-
tión indirecta que otorgan las CCAA.

A estos datos hay que añadir que la recepción de 
servicios radiofónicos de otros países UE es libre con 
tal de que no interfieran las emisiones autorizadas en 
España. La autorización de las emisiones transfronte-
rizas se somete al respeto de la normativa sobre me-

47	 Cada bloque de frecuencias integra 6 programas explotables 24 ho-
ras al día. Esta explotación puede hacerse con infraestructura propia 
o de terceros, que habrá de ser contratada. El Reglamento que regula 
la DAB fija objetivos de cobertura y especificaciones técnicas. No es 
éste el lugar para verlas.
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nores y a que no alienten el odio por razón de raza, 
sexo, religión o nacionalidad.48 De hecho, si se pro-
dujeran 2 infracciones en 12 meses, podría restringir-
se la autorización, de lo cual habrá que informar a la 
Comisión Europea y a los interesados.

Una posibilidad siempre presente es que un pres-
tador de radio se establezca en un Estado UE, pero 
dirigiendo sus emisiones a España, con el presunto 
fin de eludir normas españolas más estrictas. Este 
fraude de ley intentará sortearlo la Comisión Nacio-
nal de Mercados y Competencia a base de resolver 
los conflictos con el otro Estado. Si no se alcanzara 
un acuerdo negociado, España podría adoptar medi-
das objetivamente necesarias, no discriminatorias y 
proporcionadas a los objetivos, que precisarían de la 
aprobación de la Comisión Europea, con conoci-
miento del otro Estado.

La Ley distingue, como se ha visto, la radio te-
rrestre (herciana, por ondas) de la radio digital 
(DAB). La normativa española exige que el mercado 
radiofónico sea transparente. Para ello, se imponen 
las siguientes exigencias (art. 37 Ley General Comu-
nicación Audiovisual): que una misma persona no 
controle más del 50% de las licencias administrativas 
de la radio terrestre que coincidan en el ámbito de 
cobertura. que una misma persona no controle más de 
5 licencias en el mismo ámbito de cobertura. que en 
una misma Comunidad Autónoma, una persona no 
controle más del cuarenta por ciento de las licencias 
y que ninguna persona controle más de 1/3 del con-
junto de licencias de radio terrestre con cobertura 
estatal (total o parcial).

Debe tenerse en cuenta que la contabilización de 
emisoras se hace por separado en el caso de las emi-
soras analógicas y en el de las emisoras digitales.

A efectos de determinar el grado de transparencia, 
no se computan las emisoras gestionadas por la Ad-
ministración Pública.

Y hay que considerar que ya es posible emitir en 
cadena parte de la programación cuando un prestador 
de radio haya obtenido licencias en varios ámbitos 
territoriales. Cada CCAA podrá imponer obligacio-
nes legales o en las licencias dentro de su propio 
ámbito. Cuando un emisor de radio estatal decida 
emitir en cadena tendrá que comunicarlo a la Autori-
dad Audiovisual.49 Los operadores de radiodifusión 

48	 La Ley General de la Comunicación Audiovisual contiene las infracciones leves, graves y muy graves en los artículos 55ss. 
49	 Entrada al Registro Estatal de Prestadores de Servicios de Comunicación Audiovisual: https://bit.ly/3svYSbY

tienen que inscribirse en el Registro de Operadores 
de Comunicaciones Audiovisuales. En su anotación 
figurarán los nombres de los titulares de participacio-
nes significativas (quienes tengan, directa o indirec-
tamente, el cinco por ciento del capital social o el 
treinta por ciento de los derechos de voto, si esto les 
permite designar durante 2 años más de la mitad de 
los miembros del Consejo de Administración).

8.  Conclusiones

1.	 De este trabajo positivista, descriptivo e inter-
pretativo puede deducirse que el grado de in-
tervención pública en el sector de la radiodifu-
sión es elevado. Ya lo era en 1980, y sigue 
siéndolo en 2021. Posiblemente, algo menos 
elevado que en el caso de la comunicación au-
diovisual televisiva. Es fácil entender que la 
influencia social de este tipo de medios de co-
municación es enorme pues no se precisa ser 
ilustrado para recibir las informaciones que 
genera.

2.	 El afán por preservar una competencia libre y 
leal se observa en las normas más restrictivas. 
En este terreno es la presión de la normativa 
comunitaria (UE) la que inspira la regulación 
con limitaciones autonómicas y estatales. Por 
lo tanto, la presión solo deja sentirse a partir 
del año 1986, en que las normas comienzan a 
incorporar pautas relativas a la propiedad de la 
radiodifusión y a su transparencia.

3.	 Se advierte también que, aunque con relativa 
lentitud, la normativa sobre radiodifusión va 
siguiendo el ritmo cambiante, con todos los 
fenómenos nuevos resultantes, que imprimen 
la revolución tecnológica y los cambios socia-
les asociados a ella. El lenguaje normativo se 
adecúa a las preocupaciones sociales del siglo 
XXI, centradas en una gobernanza en la que 
las preocupaciones por la transparencia, la 
dignidad de la persona, la igualdad de género, 
la protección por los menores y discapacitados 
pasan a primer plano. En este sentido, las dis-
posiciones se encuentran alejadas de los tími-
dos planteamientos de 1980.
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13.  Tabla de abreviaturas

CAC: El Consejo Audiovisual de Cataluña
CCAA: Comunidades Autónomas
CEMA: Autoridad Estatal Medios Audiovisuales
CNMC: Comisión Nacional de Mercados y Competencia.
CRTVE: Corporación Radio Televisión Española
DAB/DAB+: Transmisión digital de audio/Radio digital que sustituirá a FM de forma natural
EEE: �Espacio Económico Europeo: Unión Europea y Asociación Europea de Libre Comercio (EFTA), salvo 

Suiza.
EELL: Entes Locales
FM: Frecuencia Modulada
IPTV: Televisión por Internet
JEC: Junta Electoral Central
OM: Onda Media
ONGs: Organizaciones No Gubernamentales
PTN: Plan Técnico Nacional de Radiodifusión
RSC: Responsabilidad Social Corporativa
SP: Servicio público
TCEE: Tratado Constitutivo de la Comunidad Europea
TDT: Televisión Digital Terrestre
TV: televisión
UE: Unión Europea
W3C: Consorcio de la World Wide Web

María del Pilar Cousido González. Licenciada en Derecho y Doctora en Ciencias de la Información, es Profe-
sora Titular de la Universidad Complutense de Madrid, de Derecho Constitucional/Derecho de la Información. 
Ha sido Visiting Professor en la Universidad de Winchester (2014-2016), Maître de Conférences, en Universi-
té Panthéon-Assas, París II (1997), miembro del Comité de Expertos Gubernamental sobre la Ley de Transpa-
rencia e Investigadora Principal en el Grupo Consolidado de Investigación UCM “Transparencia, Buena Go-
bernanza y Comunicación”. Autora o coautora en más de 100 publicaciones académicas. Es Secretaria 
Académica de la Facultad de Ciencias de la Información. ORCID: https://orcid.org/0000-0002-4828-5901.

https://orcid.org/0000-0002-4828-5901

